
4) El Tribunal de Primera Instancia no examinó el carácter
distintivo sobre la base de los productos concretos para los
que se solicita el registro ni determinó correctamente la
impresión de conjunto de las marcas. Tampoco realizó
ninguna distinción entre los distintos productos. El Tribunal
de Primera Instancia no se percató de que la utilización de
una forma como indicación del origen de un producto
también satisface las necesidades de los consumidores: preci-
samente la forma del envase les ofrece la única posibilidad
de selección previa en los supermercados en los que en una
estantería se encuentra un gran número de botellas
expuestas en fila de contenido similar.

(1) DO C 108, p. 20.

Petición de decisión prejudicial planteada por el Hanseatis-
ches Oberlandesgericht in Bremen (Alemania) el 30 de
mayo de 2006 — Lämmerzahl GmbH/Freie Hansestadt

Bremen

(Asunto C-241/06)

(2006/C 212/16)

Lengua de procedimiento: alemán

Órgano jurisdiccional remitente

Hanseatisches Oberlandesgericht

Partes en el procedimiento principal

Demandante: Lämmerzahl GmbH

Demandada: Freie Hansestadt Bremen

Cuestiones prejudiciales

1) ¿Es compatible con la Directiva 89/665/CEE, (1) y en parti-
cular con el artículo 1, apartados 1 y 3, que se niegue con
carácter general a un licitador el derecho a recurrir la deci-
sión de la entidad adjudicadora relativa a la adjudicación de
contratos públicos porque el licitador, de forma culposa, no
ha alegado dentro del plazo de reclamación fijado en el
Derecho nacional una infracción a la normativa en materia
de contratos públicos que afecta a

a) la forma de licitación elegida

o

b) la exactitud del cálculo del importe del contrato público
(cálculo manifiestamente erróneo o insuficiente transpa-
rencia del cálculo),

y que, conforme al importe del contrato correctamente
calculado o que deba calcularse correctamente, pueda
recurrirse contra otras infracciones a la normativa en
materia de contratos públicos que, –apreciadas aislada-

mente– podrían ser invocadas dentro del plazo estable-
cido?

2) ¿Han de establecerse, en su caso, en el anuncio de licitación
otras exigencias en lo que respecta a los datos necesarios
para determinar el importe del contrato con objeto de poder
deducir, a partir de la normativa en materia de contratos
públicos relativas al cálculo del importe del contrato, una
exclusión general de la protección jurídica del Derecho
primario, aunque el importe del contrato correctamente
calculado o que deba calcularse correctamente sobrepase el
umbral pertinente?

(1) DO L 209, p. 1.

Petición de decisión prejudicial planteada por el Raad van
State (Países Bajos) el 29 de mayo de 2006 — Recurso del
Minister voor Vreemdelingenzaken en Integratie y T.
Sahin contra la sentencia del rechtbank 's-Gravenhage en

el asunto no AWB 04/45792

(Asunto C-242/06)

(2006/C 212/17)

Lengua de procedimiento: neerlandés

Órgano jurisdiccional remitente

Raad van State

Partes en el procedimiento principal

Demandantes: Minister voor Vreemdelingenzaken en Integratie,
T. Sahin

Cuestiones prejudiciales

1a) ¿Debe interpretarse el artículo 13 de la Decisión no 1/80,
de 19 de septiembre de 1980, relativa al desarrollo de la
Asociación, a la luz de los apartados 81 y 84 de la
sentencia del Tribunal de Justicia de 21 de octubre de
2003, Abatay y Sahin (C-317/01 y C-369/01, Rec. p. I-
12301), en el sentido de que puede invocar esta disposi-
ción un extranjero, nacional turco, que ha respetado las
normas en materia de admisión inicial y residencia en los
Países Bajos y ha ejercido una actividad laboral en diversas
empresas desde el 14 de diciembre de 2000 hasta el 2 de
octubre de 2002, pero no ha solicitado en tiempo opor-
tuno la prórroga del plazo de validez del permiso de resi-
dencia que se le concedió, a resultas de lo cual, tras la expi-
ración del permiso y en la época de la solicitud de
prórroga de la misma, no residió legalmente conforme al
Derecho nacional y tampoco estaba autorizado para ejercer
una actividad por cuenta ajena en los Países Bajos?
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1b) ¿Reviste alguna importancia responder a la cuestión
formulada en el punto 1a. el hecho de que una solicitud de
prórroga presentada fuera de plazo por el extranjero, reci-
bida diez meses después de la expiración del plazo de
validez de dicho permiso de residencia –aunque dicha soli-
citud esté equiparada, conforme al Derecho nacional, a
una solicitud de prórroga de un primer permiso de resi-
dencia–, cumpla los requisitos establecidos en relación con
la admisión para una residencia continuada, y puede el
extranjero esperar en el territorio nacional que se resuelva
su solicitud?

2a) ¿Debe interpretarse el término «restricción» del artículo 13
de la Decisión no 1/80 en el sentido de que comprende la
obligación de abonar tasas administrativas por la trami-
tación de una solicitud de prórroga del plazo de validez de
un permiso de residencia que adeuda un extranjero,
nacional turco, comprendido en el ámbito de aplicación de
la Decisión no 1/80, y cuyo incumplimiento entraña el
archivo de su solicitud en virtud del artículo 24, apartado
2, de la Vw 2000?

2b) ¿Debe darse una respuesta diferente a la cuestión formu-
lada en el apartado 2a. si el importe de las tasas no supera
los gastos de tramitación de la solicitud?

3) ¿Debe interpretarse el artículo 13 de la Decisión no 1/80,
dirigida a la aplicación del Protocolo Adicional del
Acuerdo por el que se crea una Asociación entre la Comu-
nidad Económica Europea y Turquía, (1) en relación con el
artículo 59 de dicho Protocolo, en el sentido de que el
importe de la tasa administrativa (para el extranjero, en la
época pertinente, 169 euros) aplicable a los nacionales
turcos que quedan comprendidos en el ámbito de aplica-
ción de la Decisión no 1/80 por la tramitación de la soli-
citud de concesión o de prórroga de un permiso de resi-
dencia no debe superar el importe de la tasa (30 euros)
que puede cobrarse a los nacionales de la Comunidad
Europea por la tramitación de una solicitud, al objeto de
comprobar si se ajusta al Derecho comunitario, y por la
expedición de los documentos de residencia correspon-
dientes (véase el artículo 9, apartado 1, de la Directiva
68/360/CEE (2) o el artículo 25, apartado 2, de la Directiva
2004/38/CE) (3)?

(1) DO 1972, L 293, p. 1.
(2) Directiva 68/360/CEE del Consejo, de 15 de octubre de 1968, sobre

supresión de restricciones al desplazamiento y a la estancia de los
trabajadores de los Estados miembros y de sus familias dentro de la
Comunidad (DO L 257, p. 13; EE 05/01, p. 88).

(3) Directiva 2004/38/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29
de abril de 2004, relativa al derecho de los ciudadanos de la Unión
y de los miembros de sus familias a circular y residir libremente en
el territorio de los Estados miembros por la que se modifica el
Reglamento (CEE) no 1612/68 y se derogan las Directivas
64/221/CEE, 68/360/CEE, 72/194/CEE, 73/148/CEE, 75/34/CEE,
75/35/CEE, 90/364/CEE, 90/365/CEE y 93/96/CEE (DO L 158,
p. 77).

Petición de decisión prejudicial planteada por el Tribunal
de commerce de Charleroi (Bélgica) el 30 de mayo de
2006 — SA Sporting du Pays de Charleroi, G-14 Groupe-
ment des clubs de football européens/Fédération interna-

tionale de football association (FIFA)

(Asunto C-243/06)

(2006/C 212/18)

Lengua de procedimiento: francés

Órgano jurisdiccional remitente

Tribunal de commerce de Charleroi

Partes en el procedimiento principal

Demandantes: SA Sporting du Pays de Charleroi, G-14 Groupe-
ment des clubs de football européens

Demandada: Fédération internationale de football association
(FIFA)

Cuestión prejudicial

Las obligaciones impuestas a los clubes y a los jugadores de
fútbol bajo contrato de trabajo con dichos clubes por las dispo-
siciones estatutarias y reglamentarias de la FIFA que organizan
la liberación obligatoria y gratuita de los jugadores en favor de
las federaciones nacionales así como el establecimiento unila-
teral y forzoso del calendario internacional coordinado de los
partidos, ¿constituyen restricciones ilícitas a la competencia,
abuso de posición dominante u obstáculos al ejercicio de las
libertades fundamentales conferidas por el Tratado CE, y, por lo
tanto, son contrarias a los artículos 81 y 82 del Tratado o de
cualquier otra disposición de Derecho comunitario, en parti-
cular los artículos 39 y 49 del Tratado?

Petición de decisión prejudicial presentada por el Juzgado
de lo Social Único de Algeciras (España) el 2 de junio de
2006 — Josefa Velasco Navarro/Fondo de Garantía Salarial

(Fogasa)

(Asunto C-246/06)

(2006/C 212/19)

Lengua de procedimiento: español

Órgano jurisdiccional remitente

Juzgado de lo Social Único de Algeciras
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